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Partiendo de un reconocimiento de la importancia de la rendición de cuentas para las 
administraciones públicas contemporáneas, el artículo aborda tanto las aproxima­
ciones conceptuales sobre este atributo como el análisis de un caso, el de Colombia. 
El propósito es analizar el diseño institucional para la rendición de cuentas del caso 
colombiano, para identificar sus puntos de falla y hacer una valoración basada en las 
percepciones de actores de la administración pública. Se encuentra un panorama más 
complejo que la dicotomía déficit­sobrecarga de rendición de cuentas sugerida en la 
literatura.
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Institutional Design for Accountability: The Colombian Case

Starting from the acknowledgement of the importance of accountability for contempo­
rary public administrations, this article develops both conceptual approaches about 
accountability and a case study, that of Colombia. The objective of the article is to analyze 
the institutional design for accountability in the Colombian case, in order to identify its 
breaking points and make a valoration based on relevant stakeholders’ perceptions in the 
public administration. The resulting panorama is more complex than the dichotomy on 
accountability deficit­overload would suggest.
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Uno de los componentes fundamentales de una democracia de bue­
na calidad es la rendición de cuentas (accountability). Ésta es la re­
lación que existe entre un actor que delega en otro alguna tarea y 

este otro que tiene la obligación de darle explicaciones sobre sus acciones. 
En el contexto de la democracia, la rendición de cuentas es una relación 
que involucra los conceptos de control sobre el Estado y el gobierno, de 
responsabilidad política y de capacidad para dar respuesta a las expectativas 
de los ciudadanos (Schedler, 2004).

Entre los estudios de administración pública, la rendición de cuentas ha 
sido uno de los temas más discutido en el marco de los enfoques de la nueva 
gestión pública (Hood, 1995), la gobernanza (Rhodes, 1997) y el buen go­
bierno (The World Bank, 2004). En estos campos se ha defendido la impor­
tancia de la rendición de cuentas como una vía para evitar los abusos de 
poder, para controlar la corrupción (Schatz, 2013), para mejorar el desempe­
ño del Estado (Christensen y Lægreid, 2014) y para empoderar a los ciuda­
danos. También es uno de los elementos fundamentales de la corriente por la 
democratización de la administración pública (Cunill Grau, 2004). Incluso, 
se ha llegado a sostener que la rendición de cuentas es uno de esos conceptos 
mágicos que todo el mundo encuentra deseables (Pollit y Hupe, 2011).

Sin embargo, la discusión contemporánea sobre la accountability en la 
administración pública ha introducido un cuestionamiento sobre estas su­
puestas virtudes de la rendición de cuentas y ha generado un debate sobre el 
lado negativo o el costo oculto de este concepto. En efecto, es posible que 
demasiados controles asociados a la rendición de cuentas reduzcan la efi­
ciencia y el desempeño de las organizaciones o que generen comporta­
mientos estratégicos que derroten el objetivo de rendir cuentas. Esto se ha 
llamado la “paradoja” del accountability (Ossege, 2012), el “di lema” de la 
rendición de cuentas (Willems y Van Dooren, 2012) o el efecto de sobre­
carga de controles (Bovens et al., 2008). Por otro lado, algunos han plantea­
do que un diseño redundante con diferentes foros de rendición de cuentas 
puede producir beneficios (Schillemans, 2010).

Otro elemento importante en la discusión reciente se refiere a la dificul­
tad de medir el impacto de la rendición de cuentas y al descuido de los ele­
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mentos de poder y política que se esconden muchas veces tras las discusio­
nes metodológicas (McGee y Gaventa, 2011).

En definitiva, la rendición de cuentas es un concepto que genera fuertes 
discusiones (Mulgan, 2003). A pesar de estos debates, que matizan un poco 
el entusiasmo anterior con la rendición de cuentas, el concepto sigue sien­
do central en las discusiones sobre la reforma del Estado y el funcionamien­
to de la administración (Willems y Van Dooren, 2012). 

Más allá de estos puntos, resulta pertinente estudiar el funcionamiento 
de la rendición de cuentas en casos concretos, a través de las interpretacio­
nes de los actores de la administración pública, como se ha hecho para el 
Reino Unido (Lupson y Partington, 2011) y Dinamarca (Poulsen, 2009), 
entre otros. No existe un estudio similar para países latinos.

A la luz de estas discusiones, durante los últimos 10 o 20 años, en toda 
América Latina ha habido un fortalecimiento de mecanismos de rendición 
de cuentas de diferentes tipos, en particular horizontales (O’Donnell, 
2004). Colombia no ha sido ajena a esta tendencia. Entre las innovaciones 
de la Constitución de 1991 se contaron “la profundización del sistema de 
los mecanismos de pesos y contrapesos” y el “fortalecimiento de la autono­
mía, las funciones y la capacidad institucional de las agencias de control” 
(Hernández y Arciniegas, 2011, 198), así como la creación de canales para 
la rendición de cuentas social y otras formas de participación ciudadana 
(Peruzzotti y Smulovitz, 2002).

El propósito de este artículo es hacer una descripción y un análisis del 
diseño institucional de rendición de cuentas en Colombia. Se estudia el 
caso de Colombia con el fin de responder las siguientes preguntas: cómo es 
el diseño de rendición de cuentas en Colombia, qué tan adecuado es para 
esta función y, en particular, si existe un déficit o una sobrecarga de rendi­
ción de cuentas en este diseño (a partir del trabajo de Bovens, Schilleman y 
otros). Este análisis está basado en las interpretaciones de actores relevantes 
(expertos) de la administración pública colombiana.

Para este propósito, la primera parte del artículo presenta una sección 
metodológica, la segunda comprende una descripción del diseño institu­
cional colombiano alimentada por los datos de las fuentes primarias, la 



CAROLINA ISAzA ESPINOSA

342    Gestión y Política Pública     VOLUMEN XXIV . NÚMERO 2 . II SEMESTRE DE 2015

tercera parte presenta un análisis y una discusión de estos resultados, y la 
cuarta plantea algunas conclusiones y líneas de desarrollo.

METODOLOGíA

El método elegido para este trabajo es el estudio de caso con datos cuali­
tativos. Para cumplir con los objetivos planteados se utilizaron dos tipos de 
evidencia: en primer lugar, evidencia cualitativa proveniente de fuentes pri­
marias, obtenida a través de entrevistas a expertos colombianos. En segundo 
lugar, evidencia institucional de fuentes primarias (jurídicas) y secundarias 
(bibliografía especializada, informes de país de organismos internacionales).

La triangulación o combinación de fuentes y de tipos de datos (cualita­
tivos y cuantitativos) permite reflejar los aspectos objetivos y subjetivos del 
fenómeno estudiado. En el análisis institucional, las normas formales cons­
tituyen la parte objetiva, mientras que las interpretaciones sobre estas nor­
mas y su funcionamiento, así como las normas informales, constituyen la 
parte subjetiva e intersubjetiva.

Las entrevistas a expertos o “informantes clave” fueron preferidas sobre 
entrevistas o encuestas a ciudadanos en general o a otro tipo de públicos, 
dado que éstas ya son utilizadas en otro tipo de estudios sobre las institucio­
nes y debido al interés de profundizar en el tema con un público más infor­
mado que el promedio, que conozca el diseño institucional colombiano y 
tenga criterios para analizar los temas del cuestionario, más allá de la opi­
nión personal y el lugar común. Los informantes son representativos, no en 
el sentido estadístico, sino “en cuanto al conocimiento que comparten del 
problema que se estudia” (Bonilla y Rodríguez, 2005, 70).

En efecto, no se pretendía que los entrevistados fueran una muestra repre­
sentativa en ningún sentido, pero sí que reflejaran el punto de vista de dife­
rentes organizaciones públicas y sociales relacionadas de alguna manera con 
el tema de la rendición de cuentas y el control de la corrupción. En particular, 
se buscaba capturar las interpretaciones de los directivos públicos de niveles 
medio y alto y de directivos de organizaciones de la sociedad civil (osc)que 
actúan como “foros de rendición de cuentas” (Bovens et al., 2008). 
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Así, se llevaron a cabo trece entrevistas a expertos, de una lista de quince 
funcionarios públicos de niveles medio y alto de la rama ejecutiva (nivel cen­
tral), los organismos de control y la rama judicial, así como algunos expertos 
independientes (de la sociedad civil). Al llegar a trece entrevistas1 se produjo 
saturación de la información (las respuestas empezaban a ser repetitivas) y por 
lo tanto se detuvieron en ese punto, siguiendo esta recomendación:

“Cuando la información sobre un asunto importante empieza a ser rei­
terativa, es necesario suspender la indagación adicional del mismo para 
evitar datos en exceso, los cuales no aportan elementos analíticos reales y 
hacen más dispendioso el manejo de datos cualitativos que son de por sí 
voluminosos” (Bonilla y Rodríguez, 2005, 78).

Los entrevistados fueron: seis funcionarios del gobierno nacional (rama 
ejecutiva), todos ellos ocupaban o habían ocupado cargos relacionados con 
los temas objeto de esta tesis y cinco de ellos de niveles directivos; tres fun­
cionarios de organismos de control (nivel medio); dos de la rama judicial, y 
dos directores de organizaciones de la sociedad civil que funcionan como 
foros de rendición de cuentas.

Para el diseño de las entrevistas se utilizó la propuesta de Bovens et al. 
(2008) como guía. Ésta resultó muy útil para analizar el marco institucio­
nal de Colombia en cuanto a rendición de cuentas, identificar fortalezas y 
debilidades de éste y explorar la hipótesis planteada por estos autores sobre 
la sobrecarga de controles.

Posteriormente, la información cualitativa fue procesada con un soft-
ware especializado (Atlas.ti) y codificada de forma deductiva a partir de ca­
tegorías derivadas del marco teórico (actores, foros y tipos de rendición de 
cuentas).

Por último, la evidencia institucional se utiliza para complementar estas 
fuentes, y se toma de informes de país elaborados por organismos interna­
cionales (onu, oea), de bibliografía especializada sobre corrupción y rendi­
ción de cuentas en Colombia, osc nacionales e internacionales y fuentes 

1 Nótese que en trabajos interpretativos similares como el de Lupson y Partington (2011) para el 
Reino Unido el número de entrevistas es muy cercano (10).
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jurídicas colombianas. Se usa principalmente para la descripción del diseño 
institucional colombiano en materia de rendición de cuentas y para la 
construcción de puntajes que lo califiquen.

A partir de los resultados del análisis de los anteriores datos, se construyó 
una calificación cuantitativa para valorar cada aspecto relevante del diseño 
institucional estudiado. Esta calificación es intersubjetiva, se validó con las 
personas entrevistadas y se contrastó con la información de fuentes secun­
darias para asegurar su solidez. No se encontraron contradicciones entre las 
diferentes fuentes y los puntajes elaborados, pero se debe aclarar que estos 
puntajes no representan una medición positiva de una realidad objetiva 
sino una construcción interpretativa2 (Bevir y Rhodes, 2004).

¿CóMO fUNCIONA LA RENDICIóN DE CUENTAS EN COLOMBIA?

Esta primera parte del texto examina los principales tipos de rendición de 
cuentas reconocidos por la literatura: vertical y horizontal, y sus respectivos 
subtipos (O’Donnell, 2004). Tras explicar en qué consiste cada uno de los 
tipos y subtipos, se examina el caso de Colombia para responder a dos pre­
guntas: ¿qué mecanismos existen en el diseño institucional para cada tipo 
particular de rendición de cuentas?, y ¿qué tan adecuados son esos mecanis­
mos para asegurar una rendición de cuentas efectiva?

A partir de este análisis se extraerán los principales actores y foros de la 
rendición de cuentas y se hará una discusión en la tercera parte.

Se debe mencionar que el caso de estudio, Colombia, es un país unitario 
descentralizado con un sistema presidencialista y multipartidista. La admi­
nistración pública colombiana tiene herencias del sistema colonial español, 
de los modelos de Estado francés y norteamericano y, como otros países 
latinos, una superposición de elementos preburocráticos, burocráticos y 
posburocráticos (Ramió, 2001). Esto ayuda a explicar el diseño institucio­
nal de rendición de cuentas que se expone a continuación.

2 Sobre la viabilidad de la generalización en la investigación interpretativa véase Williams (2000).
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Rendición de cuentas vertical

Mecanismos electorales

La rendición de cuentas vertical incluye dos mecanismos: electorales y socia­
les. Los mecanismos electorales sirven para garantizar la rendición de cuentas 
de los gobernantes electos a los votantes, a través de las elecciones o más espe­
cíficamente, de la reelección. En los casos en los que no hay reelección para 
ciertos cargos, quienes rinden cuentas ante los electores son los partidos polí­
ticos y no los políticos individuales. Sin embargo, estos mecanismos tienen 
muchas limitaciones, expuestas ya por Stokes, Przeworski y Manin (1999).

En Colombia ha habido elecciones desde el siglo xix, para presidente y 
para el Congreso. En la actualidad pueden votar todos los ciudadanos ma­
yores de 18 años y hay también elección popular a los cargos de alcalde, 
gobernador y a los concejos municipales y asambleas departamentales. 
Asimismo, hay reelección consecutiva por un término para presidente, in­
definida para los congresistas, diputados departamentales y concejales mu­
nicipales, y no consecutiva para gobernadores y alcaldes.

Esta posibilidad permite que la rendición de cuentas electoral opere, 
pues los ciudadanos tienen la posibilidad de premiar a un gobernante con 
la reelección o castigarlo al no reelegirlo. También tienen la posibilidad de 
retirar a los gobernantes locales de su cargo, mediante la figura de la revoca­
toria de mandato3 (Constitución Política, 1991, arts. 40, 103 y 259). Esta 
es una forma de pedir que lo retiren del cargo por no cumplir con su pro­
grama de gobierno, con el cual fue elegido.

Sin embargo, este mecanismo se ha usado poco desde su introducción; 
se ha intentado varias veces, pero los resultados positivos han sido escasos. 
Se dificulta por el número de firmas que se requiere para convocar la vota­
ción (40% de los votos que obtuvo el candidato) y la logística para reunirlas 
y presentarlas, hacer una nueva votación y convocar a suficientes ciudada­
nos a las urnas.

3 Se requiere convocar a una votación y lograr que participe 55 por ciento de las personas que vota­
ron en la elección respectiva, y que ganen por mayoría simple quienes están a favor de revocar.
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El siguiente mecanismo de rendición de cuentas electoral que existe son 
los partidos políticos. Aunque éstos representan una forma indirecta por la 
cual los electores pueden controlar a sus gobernantes, idealmente deberían 
servir para sancionar los comportamientos no adecuados, retirando su aval 
o expulsando de sus filas a los miembros que no actúen de acuerdo con los 
ideales del partido y las reglas del juego democrático.

En Colombia, los partidos políticos son muy débiles en este sentido. 
Debido a su extrema fragmentación y su desestructuración interna (Gu­
tiérrez, 2007), los partidos no tienen realmente la capacidad de disciplinar 
a sus miembros. En caso de desacuerdo, éstos simplemente pueden dejar 
el partido e irse a otro, crear uno nuevo o dividir el partido en facciones, y 
esto es lo que ha ocurrido repetidamente durante los últimos cien años. 
En ese sentido, no hay rendición de cuentas a través de los partidos en 
Colombia.

Adicionalmente, los partidos son la institución más deslegitimada entre 
los colombianos. En encuestas de cultura política, la confianza que expre­
san los ciudadanos en los partidos políticos es de 35 por ciento, la más baja 
de todas las instituciones políticas (Rodríguez­Raga y Seligson, 2011). Los 
vínculos con grupos ilegales y los escándalos de corrupción de muchos con­
gresistas ayudan a explica esto (García Villegas, 2010; López, 2010).

Por último, como parte de la rendición de cuentas vertical, en Colombia 
existen varios mecanismos mediante los cuales el gobierno nacional man­
tiene informados a los ciudadanos y busca conservar su apoyo presente y un 
posible apoyo electoral en el futuro. Estos mecanismos son los únicos que 
se denominan en Colombia literalmente “rendición de cuentas”. El princi­
pal es la audiencia pública de rendición de cuentas, que es obligatoria para 
todas las entidades de la rama ejecutiva. Otros mecanismos de este tipo es­
tán más asociados con la transparencia y el acceso a la información y fueron 
regulados por la ley 1712 de 2014 para volverlos obligatorios. 

Éstos contribuyen a la rendición de cuentas desde el gobierno hacia los 
ciudadanos, en la medida en que incluyen una rutina de informar al públi­
co sobre las acciones del gobierno y sus principales resultados, con lo cual se 
facilita, al menos hipotéticamente, el ejercicio del control ciudadano.
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Sin embargo, en la práctica, el funcionamiento de estos canales no es 
satisfactorio. Las entrevistas realizadas apoyan esta afirmación:4 los meca­
nismos como las audiencias públicas son vistos por las entidades públicas 
como un requisito incómodo, se utilizan sobre todo para hacer publicidad 
y presentar los buenos resultados y, para los ciudadanos en general, son 
una instancia poco motivadora, de forma que acuden siempre los mismos 
personajes y el diálogo en general no es constructivo ni incide en las accio­
nes futuras de la entidad (Transparencia por Colombia, 2009; entrevistas 
3, 7, 2, 5, 8).

Es decir, en los términos de Willems y Van Dooren (2012) estos cana­
les cumplen con la función democrática de la rendición de cuentas, pero 
no cumplen con ninguna función para mejorar el desempeño de la admi­
nistración pública e incluso pueden contribuir a la sobrecarga de controles.

En suma, el ejecutivo tiene más discrecionalidad de la deseable a la hora 
de definir cómo, cuándo y a quién informa y sobre qué; más allá de infor­
mar, rara vez abre el espacio para el debate o da explicaciones y no se somete 
prácticamente a ninguna sanción si los ciudadanos encuentran que no es­
tán satisfechos con lo informado.

Mecanismos sociales

Los mecanismos sociales, también llamados rendición de cuentas vertical 
directa (The World Bank, 2004) o rendición de cuentas social (Peruzzotti y 
Smulovitz, 2002) son aquellos en los que el control es ejercido por la socie­
dad, pero no ya a través de elecciones, sino de su voz y su participación en la 
denuncia de los abusos o desviaciones de los gobernantes y sancionando de 
manera simbólica (pérdida de confianza y de reputación), o de manera 
efectiva (destitución, revocatoria del mandato) a quienes no actúan de la 
forma esperada en nombre del interés general.

4 Durante el texto, se mencionan como fuentes de cada afirmación todas las entrevistas en las que se 
trató el tema específico que se esté discutiendo. Cuando se hacen afirmaciones basadas en las entrevistas 
es porque no hay, en ninguno de los casos, contradicciones entre los informantes, es decir, todos los que 
hablaron de ese tema estuvieron de acuerdo en esa conclusión particular.
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Esta visión de la rendición de cuentas, que se enlaza con las teorías de la 
democracia deliberativa, se resume muy bien en las palabras de Joan Subi­
rats: “Ser responsable ante los ciudadanos, no sólo implica estar dispuesto a 
ser periódicamente juzgado por los actos realizados en la función represen­
tativa ejercida (elecciones), sino mantener una relación constante entre el 
elegido y los electores, dando cuenta de lo que se hace o se quiere hacer y 
oyendo lo que se dice al respecto” (Subirats, 1996, x).

En Colombia, la Constitución y las leyes han reglamentado mecanis­
mos formales para involucrar a los ciudadanos directamente en decisiones, 
y espacios en los que pueden incidir indirectamente, a través de represen­
tantes de organizaciones sociales. Los ciudadanos tienen incluso una so­
breoferta de canales desde el Estado.5

De acuerdo con Peruzzotti y Smulovitz (2002), hay tres tipos de estrate­
gias de rendición de cuentas social en América Latina: jurídica, movili­
zacional y mediática. Se utilizarán estas tres categorías para describir los 
mecanismos existentes en Colombia.

La estrategia judicial consiste en utilizar las vías constitucionales y jurídi­
cas existentes para controlar al Estado, incluso llevando los casos ante los 
tribunales. En el caso de Colombia, la Constitución comprende varios de 
estos mecanismos; los más utilizados son la tutela y el derecho de petición. 
La tutela es un mecanismo jurídico para que los ciudadanos reclamen sus 
derechos fundamentales frente al Estado. Es sencilla y los fallos son expedi­
tos, por lo cual se ha convertido en el recurso que utilizan de preferencia los 
colombianos para lograr una respuesta del aparato judicial cuando no se les 
garantizan sus derechos. El derecho de petición de información es también 
un procedimiento sencillo mediante el cual los ciudadanos pueden exigir a 
cualquier autoridad pública que dé respuesta a sus inquietudes sobre los 
temas de su competencia en un plazo corto.

5 Algunas de los canales jurídicos de participación que se relacionan con rendición de cuentas 
son: la acción popular y de grupo, la acción de tutela, la acción de cumplimiento, los derechos de 
petición, las veedurías y diferentes mecanismos constitucionales plebiscitarios y de consulta a los 
ciudadanos.
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La segunda estrategia de rendición de cuentas social es la movilización, 
que involucra la denuncia y rechazo a actos corruptos o malos resultados en 
las acciones públicas. Es liderada por la sociedad civil organizada. En Co­
lombia existen al menos dos formas diferentes de movilización para el con­
trol de lo público: las veedurías ciudadanas y las acciones de vigilancia de 
osc y grupos privados.

Sobre las veedurías, la Constitución Política de 1991 consideró la po­
sibilidad de lo que se denominó “control social” en el artículo 270: “la ley 
organizará las formas y los sistemas de participación ciudadana que per­
mitan vigilar que la gestión pública se cumpla en los diversos niveles ad­
ministrativos y sus resultados”.6 Este artículo se reglamentó en la ley 850 
de 2003.7

Se tienen recuentos de diferentes esfuerzos exitosos para exigir vigilancia 
y sanción a actividades ilegales o irregulares gracias a la labor de los veedores 
y a su oportuna alerta y denuncia frente a los organismos competentes. Sin 
embargo, se sabe que el número de veedores no es muy alto como porcen­
taje de la población y que muchos ejercicios de veeduría surgen para un 
tema concreto y desaparecen rápidamente, así como que los veedores en­
frentan muchas dificultades para adelantar su labor (Velásquez, 1998).

De acuerdo con la evidencia encontrada, el principal problema de estos 
mecanismos de rendición de cuentas social es el desconocimiento de los 
ciudadanos sobre éstos y sobre sus derechos. Incluso entre los servidores 
públicos se admite este desconocimiento (entrevistas 2, 7, 8). Así, el papel 
de los ciudadanos, que debería ser activo en reclamar y exigir justificaciones 
y cambios en los comportamientos, no lo es. Esto se explica por cuatro fac­
tores: restricciones materiales de la población, que no cuenta con recursos 

6 La primera vez que se utilizó el término veeduría en la legislación colombiana fue en 1989, en el 
decreto 1512, que habla de veedurías populares. Posteriormente, en 1993 se reintroducen veedurías para 
cierto tipo de proyectos de desarrollo y de ahí en adelante empiezan a crearse numerosos ejercicios de 
este tipo en todas las áreas temáticas (Transparencia por Colombia, 2000).

7 Sin embargo, existen diversas instancias de participación relacionadas con la figura de veeduría que 
están reglamentadas: Juntas de veeduría, comités de veeduría popular, juntas de vigilancia de servicios 
públicos, instancias de control de la salud, educación, medio ambiente y la policía, consejos nacionales y 
territoriales de planeación (Velásquez, 1998).
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para movilizarse, hacer trámites, papelería, que no tiene tiempo para dedi­
carle a este tipo de actividades cívicas, etc.; los escasos recursos destinados 
por el Estado a fomentar estos temas; la cultura política no participativa y 
apática y, finalmente, las condiciones de inseguridad para pedir cuentas 
y hacer controles a la política (Transparencia por Colombia, 2009).

Por otra parte, existen diversas osc e iniciativas ciudadanas y privadas 
más estructuradas para controlar la gestión pública y el comportamiento de 
los funcionarios (watchdogs). Todas estas iniciativas son de carácter inde­
pendiente frente a partidos y organizaciones políticas y han logrado tener 
una actividad estable durante periodos no despreciables, lo cual indica una 
sociedad civil activa en el control de lo público y la exigencia de cuentas a 
sus representantes en el Estado.

En realidad, esta estrategia de control ciudadano ha sido la más efecti­
va. Si bien estos ejercicios han tenido eco, están aliados con los medios y 
logran que el ejecutivo responda a los cuestionamientos, se ha criticado en 
oca siones su carácter elitista, pues dependen en algunos casos de empresas 
privadas o de fuentes de cooperación internacional y en general están com­
puestos por miembros de las élites económicas y sociales del país (Hernán­
dez y Arciniegas, 2011).

La tercera estrategia de rendición de cuentas social es la mediática. Los 
medios de comunicación son muy eficaces para denunciar las malas con­
ductas y resultados del sector público. Pueden hacer mucho daño a la ima­
gen moral y profesional de los políticos y funcionarios. Cada vez está más 
desarrollado un periodismo de investigación que saca a la luz temas que los 
ciudadanos deben saber y hace control político.

En Colombia existen algunas limitaciones a la libertad e independencia 
de la prensa. Por esta razón, el panorama de los medios de comunicación 
como actores de control sobre lo público podría ser preocupante. No obs­
tante estos riesgos, los medios en Colombia han participado en el descubri­
miento de escándalos de corrupción y han dado circulación a información 
muy comprometedora para los diferentes gobiernos, con lo cual se puede 
ver que al menos algunas veces sí pueden ser actores de la rendición de 
cuentas social y denunciar la corrupción.
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En definitiva, Colombia tiene canales para la rendición de cuentas social, 
pero la forma en que se usan éstos en la práctica no cumple del todo con el 
propósito de controlar a los servidores públicos, pues se asimilan más a meca­
nismos de transparencia informales y voluntarios, los cuales no equivalen a la 
rendición de cuentas (Willems y Van Dooren, 2012). El mecanismo judicial, 
el derecho de petición, es utilizado de forma exagerada por los ciudadanos, 
por ser el único que les da la seguridad de tener una respuesta a sus necesida­
des de información sobre la administración pública en un tiempo oportuno 
y, en cuanto a la posibilidad de sancionar, las iniciativas privadas y mediáticas 
son mucho más exitosas que los canales institucionales creados por el Estado.8

Rendición de cuentas horizontal

A pesar del desarrollo de una teoría cada vez más fuerte sobre la rendición de 
cuentas vertical, por las razones ya mencionadas, para autores como Guiller­
mo O’Donnell ésta todavía no es suficiente para garantizar que no se come­
tan abusos de poder. En “Accountability horizontal: La institucionalización 
legal de la desconfianza política”, propone un nuevo concepto para comple­
mentar la rendición de cuentas vertical, y lo llama accountability horizontal 
(O’Donnell, 2004). La define como el control mutuo entre diferentes orga­
nizaciones del Estado. En otras palabras: “La rendición de cuentas horizontal 
existe cuando un actor estatal tiene la autoridad —formal o informal— para 
pedir explicaciones o imponer penalidades sobre otro”9 (Jenkins, 2007).

Dentro de la rendición de cuentas horizontal hay dos mecanismos: ac-
countability horizontal de equilibrio, que se refiere al balance entre los pode­
res públicos, y accountability horizontal asignada o de agencia, que consiste en 
la delegación a agencias independientes de labores de control sobre los pode­
res públicos (O’Donnell, 2004). El resultado es mejor si se combinan estos 
tipos de rendición de cuentas con la de tipo electoral (Schillemans, 2010).

8 Colombia recientemente aprobó una ley de transparencia y acceso a la información que, presumi­
blemente, fortalecerá la rendición de cuentas.

9 T. de la a. En el original: “Horizontal accountability exists when one state actor has the authority 
—formal or informal— to demand explanations or impose penalties on another”.
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Rendición de cuentas horizontal de equilibrio

Para empezar, se expone la forma que tomó en Colombia el mecanismo 
clásico de control horizontal, esto es, el balance de poderes. En Colombia 
se considera que el poder público es uno solo y se divide en tres ramas: la 
rama ejecutiva, la legislativa y la judicial.

Históricamente, Colombia ha tenido un sistema fuertemente presiden­
cialista en el que la rama ejecutiva controla en gran medida a la legislativa, 
así como a toda la administración pública y, en menor medida, a la rama 
judicial. Es un sistema que coincide con lo que O’Donnell llama democra­
cia delegativa: el presidente se considera el ganador absoluto del juego polí­
tico y puede gobernar sin frenos, sin cumplir promesas electorales ni rendir 
cuentas y los controles se consideran incomodidades inútiles. Los ciudada­
nos son pasivos después de las elecciones y los otros poderes sólo se atreven 
a controlar acciones claramente inconstitucionales y peligrosas para la esta­
bilidad del sistema (O’Donnell, 1992).

Con la Constitución de 1991 se buscó modificar estas prácticas al intro­
ducir mayores controles de las ramas legislativa y judicial sobre el ejecutivo. 
Se desarrollarán las características de cada una de estas ramas del poder público 
en tanto que instancias de rendición de cuentas horizontal de equilibrio.

Rama legislativa

La rama legislativa comprende la Cámara de Representantes (representación 
departamental) y el Senado (representación nacional). Tiene como funcio­
nes hacer las leyes, reformar la Constitución y ejercer control político sobre 
el ejecutivo. En cuanto a la rendición de cuentas como control (Mulgan, 
2000), el Congreso tiene dos funciones principales frente el poder ejecuti­
vo: el control político y la moción de censura.

1. Control político a decisiones del ejecutivo: el Congreso puede llamar a 
cualquier funcionario de la rama ejecutiva y pedirle declaraciones sobre 
asuntos relacionados con su cargo. Se suele llamar al ministro del ramo 
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o al director del departamento administrativo o superintendencia. Di­
chos funcionarios están obligados a comparecer y responder a las pre­
guntas del Congreso, o podrían enfrentar una moción de censura.

2. Moción de censura: de acuerdo con la Constitución Política de Colom­
bia, art. 135, núm. 9, el Congreso puede: “proponer moción de censura 
respecto de los ministros, superintendentes y directores de departamen­
tos administrativos por asuntos relacionados con funciones propias del 
cargo”.

En los veinte años que lleva la Constitución, nunca se ha hecho con éxito 
una moción de censura; las que se han propuesto han sido votadas en con­
tra o no han prosperado por diferentes razones.

Además, el Congreso es el encargado de juzgar al presidente de la Repú­
blica y a las cabezas de la rama judicial en caso de ser necesario (Constitu­
ción Política, art. 174). Esta atribución no ha sido usada, excepto en una 
ocasión, cuando se juzgó y absolvió al ex presidente Samper por vínculos 
con el narcotráfico.

Por el contrario, el control político es la principal herramienta que tie­
ne el legislativo para pedir cuentas frente al ejecutivo. Como parte de éste, 
todas las entidades de la rama ejecutiva deben presentar cada año un in­
forme al Congreso. Esta es una obligación determinada por ley (L152 de 
1994) y que cubre al presidente, los ministerios, departamentos adminis­
trativos y las superintendencias. En este informe se debe relacionar la ges­
tión adelantada, los recursos ejecutados y los resultados alcanzados en el 
año. Estos informes son públicos y pueden dar lugar a debates de control 
político.

A pesar de todo, de acuerdo con las fuentes consultadas, estas institucio­
nes formales para controlar al ejecutivo desde el Congreso no se utilizan de 
manera adecuada en la práctica. Es cierto que los informes anuales se pre­
sentan, pero el ejecutivo tiene una gran discrecionalidad sobre sus conteni­
dos y el Congreso rara vez hace uso efectivo de sus facultades de control 
político. Adicionalmente, en Colombia pocas veces ha existido una oposi­
ción parlamentaria, ni oposición política en general, lo cual dificulta mu­
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cho que exista un papel de control y de balance de poderes desde el legisla­
tivo (Cepeda Ulloa, 1997).

Los funcionarios entrevistados para este trabajo confirman estas afir­
maciones. En las entrevistas, como en la cultura política en general, hay 
una actitud clara de desdén hacia el Congreso y de valoración negativa de 
su capacidad para hacer control político o mantener su independencia 
frente al ejecutivo. Uno de los entrevistados afirmó que el Congreso “es un 
chiste […] primero, porque está totalmente cooptado, no ejerce ningún 
control político, y segundo, porque, si hablamos de corrupción, es tenaz” 
(entrevista 9).

Otro afirmó: “Yo creo que en Colombia, no tanto por la corrupción 
sino también por nuestro régimen presidencialista, se han perdido muchos 
pesos y contrapesos entre las ramas del poder público. Hemos visto una 
rama legislativa atrofiada por todos los problemas que ha tenido, que real­
mente no hace control político o si lo hace no les importa porque los des­
preciamos, o sea, ‘una mano’ de vagabundos haciéndonos a nosotros control 
político, o sea, hay un desprecio” (entrevista 10).

Lo cierto es que, “El Congreso de la República, a lo largo del último 
medio siglo, ha estado subsumido al poder ejecutivo” (Misas, 2005, 114).

Rama judicial

La rama judicial se compone de las Altas Cortes: Corte Constitucional, 
Corte Suprema de Justicia, Consejo de Estado; del Consejo Superior de la 
Judicatura, de la fiscalía General de la Nación, los tribunales y los jueces.

La Corte Constitucional vigila el cumplimiento de la Constitución. Así, 
ejerce el control de constitucionalidad de todos los actos y decisiones del 
Estado. La Corte Suprema de Justicia es “el máximo tribunal de la juris­
dicción ordinaria”. Le compete juzgar a todos los altos funcionarios del 
Estado. El Consejo de Estado se encarga de la jurisdicción contencioso­
administrativa. Es un órgano consultivo para temas administrativos y tiene 
competencia en el control de constitucionalidad de forma residual, entre 
otras funciones. El Consejo Superior de la Judicatura se encarga de admi­
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nistrar la carrera judicial, elaborar el presupuesto de la rama judicial y todos 
los demás asuntos administrativos de la misma. 

finalmente, la fiscalía General de la Nación investiga los hechos pena­
les, toma la parte acusatoria en los casos y reúne las pruebas pertinentes y 
asiste a las víctimas. Es parte de la rama judicial pero tiene autonomía ad­
ministrativa y presupuestal. 

La evidencia encontrada durante la investigación indica que la rama ju­
dicial cumple con su papel de controlar a las otras ramas del poder público. 
En una de las entrevistas se asevera que “la Corte Constitucional sí lo hace, 
por ejemplo, en razón a la trascendencia de sus decisiones, son asuntos ya 
de política pública, ellos han señalado que ellos sí pueden hacer eso. Con­
vocan a audiencias y va el ministro y le dicen bueno, qué ha hecho usted 
por los desplazados, qué ha hecho para cumplir esta sentencia, siempre va 
ligado a una decisión” (entrevista 13).

Si bien algunos plantean que la Corte Constitucional se excede al inter­
venir en temas de política pública, para muchos, esta es una instancia nece­
saria para evitar que el ejecutivo actúe de forma arbitraria y en contra de la 
Constitución, y por eso esta corte tiene una imagen muy positiva y mucha 
legitimidad. “Ahora, la Corte Constitucional en particular da consejos, la 
corte no impone sanciones, la corte no investiga” (entrevista 9).

Sin embargo, muchos de los entrevistados consideraron que la rama ju­
dicial tiene problemas de capacidad que le impiden ejercer el control de 
forma efectiva: lentitud, congestión, impunidad, corrupción, poco perso­
nal capacitado (entrevistas 6, 8, 9 y 10).

Rendición de cuentas horizontal asignada

Este tipo de rendición de cuentas delega en agencias especializadas la labor 
de pedir cuentas a las organizaciones públicas. Siguiendo una corriente 
que se ha generalizado en América Latina, la Constitución de 1991 creó 
por primera vez mecanismos de accountability horizontal asignada 
(O’Donnell, 2004); conocidos en Colombia como “organismos de con­
trol”; éstos son: la Contraloría General y sus contralorías territoriales y el 
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Ministerio Público.10 También se considera que una agencia de accounta-
bility horizontal de este tipo es el Consejo Nacional Electoral (Hernández 
y Arciniegas, 2011). 

En realidad, estos organismos de control existían desde antes, pero la 
Constitución les dio autonomía, a través de una innovación particular en la 
estructura del Estado. Tanto éstos como la organización electoral, el Banco 
de la República, las universidades y otros organismos de régimen especial 
fueron situados por fuera de la estructura tradicional del Estado (Constitu­
ción Política de 1991), es decir por fuera de las tres ramas del poder público 
(ejecutiva, legislativa y judicial). 

El propósito de esto era evitar que dichas organizaciones siguieran bajo 
el control de las prácticas clientelares y de las luchas partidistas, para garan­
tizar su autonomía, dadas las características del sistema político. 

Con respecto al Ministerio Público,11 la Constitución Política le dio 
bastante autonomía (se encontraba antes bajo la dirección del ejecutivo). 
Éste quedó compuesto por la Procuraduría General, las procuradurías de­
legadas, la Defensoría del Pueblo (ombudsman) y las personerías (distritales 
y municipales). El nuevo Ministerio Público se ocupa de la vigilancia de los 
derechos humanos y el interés público, lo cual constituye un cambio frente 
a la Constitución anterior en la que defendía al Estado (Sánchez, 2002). El 
procurador es la cabeza del Ministerio Público, elegido por el Senado de 
una terna de candidatos del ejecutivo y el judicial (Corte Suprema y Conse­
jo de Estado) (Procuraduría General de la Nación, 2009). 

La Procuraduría tiene entre sus funciones: “Ejercer vigilancia superior 
de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones públicas, inclusive 
las de elección popular; ejercer preferentemente el poder disciplinario; ade­
lantar las investigaciones correspondientes, e imponer las respectivas san­
ciones conforme a la ley” (Constitución Política, 1991, art. 277, num. 6).

10 Un error común es creer que la fiscalía es también un órgano de control, en Colombia, la fisca­
lía es parte de la Rama Judicial y se encarga de investigar y reunir pruebas para acusar a los infractores 
de la ley. 

11 Constitución Política, 1991, art. 117, 118, 275­284, ley 201 de 1995, Decreto 262 de 2000.
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Existen comisiones especiales de la Procuraduría para investigar casos de 
corrupción, y esta entidad ha liderado varios esfuerzos dentro del sector 
público para actuar en temas de integridad (por ejemplo vigilar el uso de las 
regalías) y mejorar la legislación en esa materia (Procuraduría General de la 
Nación, 2009).

La Procuraduría ha sido descrita por uno de los entrevistados como una 
institución que se remonta al origen del Estado colombiano y que fue con­
cebida por Simón Bolívar como el “poder moral” de la nación, pero es hoy 
en día más bien un “un protector del interés público” dentro del proceso 
penal, un “disciplinador de la función pública” y tiene una labor preventiva 
de control de la legalidad (entrevista 4).

Es importante señalar también que la Procuraduría tiene una función 
preventiva frente al comportamiento de los agentes públicos, mientras que 
los otros organismos de control tienen un énfasis en acciones de sanción.

La Defensoría del Pueblo equivale a lo que se ha llamado ombudsman en 
otros países. Defiende los derechos humanos, pero el defensor es elegido 
por la Cámara entre los candidatos presentados por el presidente, lo cual 
disminuye su independencia (Hernández y Arciniegas, 2011).

Los personeros son los representantes del Ministerio Público en las re­
giones y tienen las mismas funciones que los procuradores, pero en el nivel 
municipal. Sin embargo, tienen menor capacidad de intervención que la 
Procuraduría (entrevista 12).

La Contraloría,12 por su parte, se ocupa del control fiscal y tiene recursos 
mucho mayores que la Procuraduría. Es la encargada de vigilar los fondos 
públicos, analizar y publicar la información fiscal y de restituir los que han 
sido desviados indebidamente. Igualmente hace auditorías a las entidades 
del Estado y advierte de los riesgos de actuaciones indebidas. La Constitu­
ción Política cambió su forma de control de previa a posterior, para aumen­
tar la eficiencia administrativa (Rincón, 2002).

Además de la Contraloría General, cuya cabeza es elegida por el Con­
greso de ternas presentadas por las Altas Cortes, existen contralorías depar­

12 Constitución Política, 1991, arts. 117, 119, 267­274; ley 42 de 1993; ley 106 de 1993.



CAROLINA ISAzA ESPINOSA

358    Gestión y Política Pública     VOLUMEN XXIV . NÚMERO 2 . II SEMESTRE DE 2015

tamentales, municipales y distritales que actúan de forma descentralizada. 
A estos contralores los eligen las asambleas departamentales y los concejos 
municipales y distritales. La Auditoría, por su parte, vigila a las contralorías.

Los organismos de control con frecuencia colaboran. Por ejemplo, éstos 
y la fiscalía General tienen una alianza tripartita para enfrentar casos de 
corrupción, en virtud de la cual comparten información, se trasladan casos 
según las competencias de cada cual y en general colaboran en esta materia.

En cuanto a los organismos de control, todas las organizaciones de la 
rama ejecutiva están sujetas a los controles fiscal y disciplinario que éstos 
ejercen. Todos los funcionarios públicos deben entregar informes, recibir a 
los organismos de control y responder a todos sus cuestionamientos y some­
terse a las sanciones pertinentes (disciplinarias, fiscales o penales) si se com­
prueban fallas en su comportamiento o en los procedimientos debidos.

Sin embargo, los entrevistados para este trabajo consideran que los orga­
nismos de control no sancionan lo suficiente (entrevistas 5, 6, 9). También 
que las investigaciones no logran detectar la mayoría de los casos de corrup­
ción (entrevistas 5, 6, 7); esto se debe a dos cosas: la debilidad institucional 
de estos organismos y la habilidad de los infractores para esconder las irre­
gularidades. 

En cuanto a lo primero, de acuerdo con un funcionario de la Procura­
duría: “Los mecanismos probatorios de la Procuraduría se limitan a dos: 
documental y testimonial. Es decir, en temas probatorios y de capacidad 
investigativa estamos como estaba la justicia hace 40 o 50 años” (entrevista 
4). Además, agrega que “una reforma en el proceso disciplinario es urgente, 
porque un proceso disciplinario se está demorando de 18 a 24 meses. En­
tonces no vamos allá y encontramos el error, sino que nos llega por algún 
lado, generalmente por la Contraloría y la Contraloría hace auditorías al 
año vencido, entonces fácilmente nosotros estamos recibiendo quejas de 
cuatro o cinco años atrás, a punto de prescribir, porque dura cinco años no 
más” (entrevista 4).

Para la Contraloría, por otra parte, según varios entrevistados (2, 5, 6, 
7), las investigaciones se vuelven un esfuerzo kafkiano por atrapar una irre­
gularidad minúscula, que casi siempre es más bien un problema de descui­
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do administrativo que de corrupción, pero el procedimiento no parece útil 
para descubrir problemas reales de gran corrupción. 

En cuanto a lo segundo, los criminales de cuello blanco en general saben 
cubrir sus huellas y los organismos de control no logran detectar un caso de 
corrupción bien planeado, únicamente los casos flagrantes y descuidados. 
En la práctica, esto equivale a que se descubren con mayor frecuencia casos 
de corrupción en el nivel local que en el nacional (entrevista 6), o que sola­
mente cuando hay presión de los medios o denuncias de casos muy grandes 
salen a la luz escándalos de corrupción y se ven en la obligación de investi­
garlos y mostrar resultados (entrevistas 7, 8).

Por otra parte, hay un comportamiento adaptativo o estratégico (Osse­
ge, 2012) de los funcionarios de la rama ejecutiva frente a los organismos 
de control y estrategias para presentar la información de forma que no pue­
dan encontrar las irregularidades: “Yo cuando oigo a los jefes de control 
[interno] decir ‘tengo que prepararme para la auditoría’, digo, error garra­
fal, es que usted tiene que mostrar lo que usted hizo, y además que son vi­
gencias que ya vencieron, entonces, ¿qué va a preparar? O sea, ni me lo 
diga, ya que preparar tiene una connotación tenaz, porque preparar es ma­
quillar o va a hacer ¿qué?” (entrevista 2).

Los organismos de control tienen a su vez cambios en sus metodologías 
y herramientas para contrarrestar esos comportamientos adaptativos, pero, 
en todo caso, les resulta difícil encontrar los fallos en las acciones de los fun­
cionarios y entidades públicas (entrevista 8).

Por último, la relación con los organismos de control parece imponer 
una sobrecarga, en el sentido de Bovens et al. (2008), pues genera a la rama 
ejecutiva costos administrativos y económicos (cuotas de auditaje altas) 
(entrevistas 2 y 7). Adicionalmente, hay algunas acusaciones de interferen­
cia excesiva de los organismos de control en las decisiones de la rama ejecu­
tiva: “Y en el tema de la Procuraduría, ellos vienen haciendo todo ese con­
trol preventivo, yo creo que están coadministrando, yo creo que están 
interviniendo excesivamente en la administración” (entrevista 10).

En suma, la rama ejecutiva invierte bastantes recursos en rendir cuentas 
a los organismos de control y éstos a su vez consumen también bastantes 
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recursos para operar, pero a pesar de ello no son muy efectivos para encon­
trar y sancionar irregularidades y parecen presentar un caso de sobrecarga 
de criterios y requisitos que no está logrando el propósito buscado.

ANáLISIS Y DISCUSIóN DE RESULTADOS

A la luz de la anterior descripción y análisis del diseño institucional de ren­
dición de cuentas en Colombia se han perfilado los roles de los actores y los 
foros que participan en éste. A partir de esta información y de las fuentes 
primarias que se consultaron para este trabajo, se presenta a continuación la 
valoración de la efectividad de este diseño y se identifican las áreas de déficit 
y sobrecarga de rendición de cuentas.

Para hacer esta valoración se utilizó una herramienta basada en dos 
propuestas de la literatura para este tipo de valoraciones: la herramien ta pro­
puesta por Bovens, Schillemans y Hart (2008) y los sistemas nacionales de 
integridad, de Transparencia Internacional (Transparency International, 
2010). Bovens et al. proponen una herramienta de evaluación para los 
arreglos institucionales de rendición de cuentas, planteando un continuo 
entre el déficit y la sobrecarga de rendición de cuentas y dan elementos 
para evaluar en qué punto de este continuo se encuentra un país deter­
minado.

En el extremo del déficit, los gobernantes, en particular de la rama eje­
cutiva, procuran evitar o burlar todos los controles y gobernar de forma 
arbitraria. Los nuevos acuerdos de rendición de cuentas que se han instala­
do en muchos países pretenden hacer más transparente y obligar a rendir 
cuentas a los representantes y funcionarios públicos, pero muchas veces 
pueden ser sólo mecanismos de apariencia que no llegan a informar real­
mente a los ciudadanos o pueden estar manipulados o desvirtuados por 
una rama ejecutiva muy fuerte (Bovens et al., 2008).

Este extremo se caracteriza entonces por: 1) ausencia de controles y es­
tándares para la rendición de cuentas, 2) controles simbólicos, que se usan 
para guardar la apariencia pero no tienen efectos reales y 3) controles y es­
tándares sólo sobre el papel, pero no implementados en la práctica.



EL DISEñO INSTITUCIONAL PARA LA RENDICIóN DE CUENTAS

VOLUMEN XXIV . NÚMERO 2 . II SEMESTRE DE 2015     Gestión y Política Pública    361

Por otra parte, los servidores públicos se quejan con frecuencia de un 
exceso de rendición de cuentas cuando estos arreglos institucionales les im­
ponen una carga de trabajo adicional que no es razonable (Willems y Van 
Dooren, 2012). Los costos del control consisten en tener que responder a 
preguntas de organismos de control y del Congreso todo el tiempo y rendir 
informes a múltiples organismos (Mulgan, 2003). Adicionalmente, los cri­
terios para la rendición de cuentas pueden no ser claros, realistas, prácticos 
o estables.

El extremo de la sobrecarga se caracterizaría entonces por: 1) deman­
da mucho en tiempo y energía, 2) tiene muchos criterios de evaluación 
contradictorios, 3) tiene estándares de desempeño superiores a otros com­
parables y buenas prácticas, 4) tiene estándares que llevan al desplaza­
miento de metas o a comportamientos subversivos (adaptativos) (Bovens 
et al., 2008).

Por otra parte, los sistemas nacionales de integridad (nis), de los que ya 
se ha hablado antes, tienen un enfoque basado en pilares. Cada pilar del 
sistema es un actor del Estado o de la sociedad y para cada uno de ellos se 
examinan varias dimensiones, que incluyen la transparencia, la rendición 
de cuentas, la integridad y otras. De ese enfoque se adoptan los principales 
pilares y la dimensión de rendición de cuentas.

De esta manera, este análisis adopta los siguientes pilares de los siste­
mas nacionales de integridad: el ejecutivo, el legislativo, el judicial y los 
organismos de control. Estos son los principales actores de la rendición de 
cuentas en Colombia.13 Además, Bovens introduce el concepto de foros de 
rendición de cuentas que se utiliza aquí. Así, se considera a la sociedad ci­

13 Los otros actores que incluyen los nis son: la administración pública, las fuerzas armadas, la socie­
dad civil, los medios, el sector privado y los partidos políticos. Para el caso de Colombia la administra­
ción pública y las fuerzas armadas están incluidas dentro de la rama ejecutiva y no se hará una separación 
dentro de esta. De la misma manera, la categoría “organismos de control” incluye al ombudsman (minis­
terio público), a la contraloría y a la organización electoral. Esta agrupación permite reducir el número 
de categorías para el análisis, dado que se trata de actores que se comportan de manera similar en lo que 
concierne a la rendición de cuentas. Se sigue así además la estructura del Estado colombiano. Los parti­
dos políticos no se incluyen pues estudios ya citados demuestran que son inoperantes para la rendición 
de cuentas.
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vil como un actor al que los demás deben rendir cuentas, es decir como 
uno de los “foros de rendición de cuentas” relevantes (Bovens et al., 2008). 
Willems y Van Dooren (2012) también hablan de actores y foros de rendi­
ción de cuentas, pero en su caso los combinan con las diferentes funciones 
que ésta cumple.

A partir de estos pilares se construye una matriz en la que se incluyen 
todas las relaciones posibles de rendición de cuentas entre ellos y la socie­
dad civil. Posteriormente, para cada columna de esta matriz, es decir cada 
pilar, se identifica si hay un déficit o una sobrecarga de rendición de cuen­
tas y se asigna una calificación entre 0 y 5. Esto permite hacer un diagnós­
tico intersubjetivo de la rendición de cuentas que se representa a través de 
un diagrama radial.

Los actores de la rendición de cuentas

La pregunta general para esta dimensión es: ¿En conjunto, el actor rinde 
cuentas adecuadamente a los foros del Estado y la sociedad, informando, 
dialogando y sometiéndose a las sanciones de los mismos?

Las respuestas posibles con sus puntajes respectivos son:

• 0 a 1: déficit. No rinde cuentas adecuadamente y puede imponer su vo­
luntad a los foros con relativa facilidad.

• 2 a 3: balanceado. Sí rinde cuentas, informa, dialoga y se somete a san­
ciones de la mayoría o todos los foros.

• 4 a 5: sobrecarga. Los esfuerzos que hace para rendir cuentas son excesi­
vos, desgastantes para los foros, con criterios poco claros o cambiantes o 
las sanciones son desproporcionadas.

CUADRO 1. Puntajes de los actores colombianos al rendir cuentas
Puntajes Rama 

ejecutiva
Congreso Rama

judicial
Organismos
de control

Promedio

Calificación
de 0 a 5

5 3 1 2 2.75

Fuente: Elaboración propia.
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En el cuadro 1 se han asignado puntajes a cada uno de los actores, según los 
criterios ya expuestos. La evidencia aportada sugiere que la rama ejecutiva 
tiene características de sobrecarga de rendición de cuentas: los entrevistados 
se quejan de exceso de requisitos, estándares contradictorios, costos de tran­
sacción altos y otros de los rasgos señalados por Bovens et al. como indica­
dores de sobrecarga de rendición de cuentas.

El Congreso, por su parte, si bien tiene muchos problemas, particu­
larmente su baja legitimidad y credibilidad, parece haber emprendido 
una serie de esfuerzos para mejorar su rendición de cuentas hacia los ciu­
dadanos y otros actores, y debe someterse como los demás a la rama judi­
cial y los organismos de control, de lo cual hay evidencia abundante en 
los últimos diez años.14 Por esto se le asigna un 3, que indica un punto de 
equilibrio.

Por su parte, la rama judicial tiene la puntuación más baja, que indica 
déficit, pues la evidencia aportada muestra cómo esta rama no tiene rutinas 
ni prácticas institucionalizadas de rendición de cuentas a ninguno de los ac­
tores. En algunos casos se ve obligada a someterse a controles, pero esto ocu­
rre para algunos cargos dentro de la rama y no es homogéneo, y al parecer los 
foros de rendición de cuentas le dan un trato privilegiado y no intervienen 
demasiado en sus funciones, aun teniendo la competencia para hacerlo. Por 
esto se ha indicado un déficit de rendición de cuentas, aunque no tan bajo 
como para obtener una puntuación de cero.

Los organismos de control se encuentran en una situación similar, aun­
que menos marcada, con formas de rendición de cuentas más ad hoc que 
institucionalizadas, relacionadas con los aspectos políticos de la nomina­
ción y elección de sus directivos y con otros compromisos con actores polí­
ticos. La relación de estos organismos con la sociedad, sin embargo, parece 
ser más cercana que la de otros actores, lo cual cuenta para acercarlos un 
poco más al punto de equilibrio.

14 En este período numerosos congresistas han sido investigados y sancionados por la rama judicial 
y muchos de ellos destituidos e inhabilitados (López, 2010).
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Los foros de rendición de cuentas

En este segundo cuadro, la pregunta general es:
¿Qué tan fuertes son los foros de rendición de cuentas en Colombia a la 

hora de exigir y controlar a quienes les rinden cuentas?
Las respuestas posibles son:

• 0 a 1: débil. Como foro de rendición de cuentas, este actor institucional 
no puede exigir información ni diálogo a los otros actores y no tiene 
sanciones creíbles para imponer. 

• 2 a 3: fuerte. El foro logra respuesta de la mayoría o todos los otros acto­
res, sus preferencias son tenidas en cuenta por éstos y tiene sanciones 
creíbles para imponer.

• 4 a 5: capturador. El foro sobrepasa su función de pedir cuentas y logra 
capturar a uno o varios de los otros actores y usurpar sus roles y funcio­
nes propias o su capacidad de toma de decisión.

CUADRO 2. Puntajes de los actores colombianos como foros
de rendición de cuentas
Puntajes Ciudadanos Rama 

ejecutiva
Congreso Rama 

judicial
Organismos 
de control

Promedio

Calificación
de 0 a 1

2 4 1 4 3 3

Fuente: Elaboración propia.

El cuadro 2 presenta los puntajes de los foros de rendición de cuentas, es 
decir, la medida en que los actores anteriores y la sociedad son capaces de 
pedir y obtener información y explicaciones de los demás, y su capacidad 
de imponer sanciones en caso de comportamientos que no se adecuen a las 
responsabilidades de estos.

En esta dimensión se valora también a los ciudadanos, ya que son el 
foro democrático primario, del que se deriva el poder público. Éstos, en 
el caso de Colombia, tienen una baja capacidad para exigir cuentas a los 
actores públicos. Si bien se ha presentado evidencia de diversas iniciativas 
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sociales para controlar a las autoridades y la gestión pública, parece que 
éstas son aisladas y aún insuficientes para incentivar a todos los actores a 
presentar la información y justificación de sus acciones y, especialmente, 
para sancionarlos. De acuerdo con las entrevistas realizadas, las sanciones 
simbólicas han funcionado en algunos casos, pero en otros la denuncia de 
irregularidades y desvíos de comportamiento no ha llevado a ninguna 
corrección. Este es el caso de las veedurías ciudadanas, que hacen grandes 
esfuerzos por controlar, pero tienen muy pocas herramientas para obtener 
resultados.

En segundo lugar, el ejecutivo tiene una puntuación de 4, ya que toda la 
evidencia de entrevistas y fuentes bibliográficas apunta a un ejecutivo muy 
fuerte, lo cual es comprensible dentro de un sistema político fuertemente 
presidencialista, que tiene la tendencia a imponer sus visiones a varios de 
los actores considerados. Esto se debe matizar sin embargo con el papel 
de la rama judicial, que ha sido el único actor que es también lo suficiente­
mente fuerte como foro de rendición de cuentas para poder poner, en oca­
siones, límites a las acciones del ejecutivo. Por esta razón, esta rama tiene 
también una puntuación de 4, que la acerca al extremo de “capturador”, ya 
que los testimonios indican que existe una tendencia a coadministrar des­
de las cortes, a través de decisiones judiciales que intervienen en asuntos de 
política pública.

El Congreso tiene un puntaje muy bajo, que indica que es un foro muy 
débil de rendición de cuentas, pues no logra controlar las acciones del eje­
cutivo, al encontrarse, como ya se dijo, en riesgo de ser capturado por éste. 
Además, sus funciones de control hacia las otras ramas del poder público se 
ejercen de forma particularista y no es usual que se impongan sanciones de 
ningún tipo.

Para terminar, los organismos de control son, de acuerdo con esta valo­
ración, el mejor foro de rendición de cuentas que tiene Colombia, pues han 
logrado pedir cuentas a las demás ramas del poder público y también son 
quienes tienen mayor capacidad de sancionar. Aunque con las debi lidades 
ya mencionadas, los organismos de control parecen estar más cerca del 
equilibrio.
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finalmente, esta valoración permite hacer dos diagramas radiales con los 
puntajes que aparecen en la gráfica 1.

Como se observa, la rama ejecutiva está en una sobrecarga, seguida por 
la rama legislativa y los organismos de control, que están más balanceados, 
y la rama judicial cerca del déficit. Si se toman los puntajes de todos los ac­
tores, en promedio el resultado parecería estar balanceado. De ahí la impor­
tancia de separar el puntaje de cada actor para poder entender los matices y 
el origen del desbalance que se identificó.

En la gráfica 2 se puede apreciar cómo la rama ejecutiva es un foro con 
tendencia a ser capturador, la rama judicial lo sigue de cerca en esta dimen­
sión, los organismos de control son un foro más equilibrado y los ciuda­
danos y la rama legislativa son foros débiles de rendición de cuentas. De 

Rama ejecutiva 

Congreso 

Rama Judicial 

Organismos
de control 0 

1 

2 

3 

4 

5 

Puntaje actores Ideal

GRáfICA 1. Diagrama de actores que rinden cuentas

Fuente: Elaboración propia.
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nuevo, el promedio de todos los actores está en el ideal, pero vistos separa­
damente se ven diferencias muy importantes.

Las dos gráficas anteriores son una representación visual de la rendición 
de cuentas en Colombia. Los actores que rinden cuentas tienden más al 
déficit, y el único actor que parece tener una sobrecarga de rendición de 
cuentas es el ejecutivo, pero esto no lo hace más efectivo, sino lo contrario. 
Los foros de rendición de cuentas tienen resultados más variados, pero pre­
ocupa que justamente los más débiles sean la sociedad civil y el Congreso, 
las bases democráticas a las que todos los actores estatales deberían rendir 
cuentas a cabalidad.

Se puede decir que, en términos de la rendición de cuentas horizontal, el 
equilibrio de poderes es en realidad un desequilibrio. Algunos actores no 
tienen suficiente capacidad para pedir cuentas, otros son demasiado fuertes 
y en la práctica no rinden cuentas realmente, aunque se van a grandes extre­
mos para aparentar que lo hacen y generan un desgaste importante en el 
proceso. Si se representan los actores como pilares, se obtiene esto:

0 

1 

2 

3 

4 

5 
Ciudadanos

Rama ejecutiva

CongresoRama judicial

Organismos
de control

Puntaje foros Ideal

GRáfICA 2. Diagrama de foros de rendición de cuentas

Fuente: Elaboración propia.
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Se puede ver también que los organismos de control reflejan perfectamente 
el viejo dilema de quién controla a los controladores, pues no parece haber 
ningún actor en el diseño institucional que pueda o quiera vigilar o sancio­
nar sus acciones.

CONCLUSIONES

En este artículo se partió de la discusión actual de los estudios de admi­
nistración pública sobre la rendición de cuentas y su carácter complejo. 
Se tomó como referencia la posibilidad de tener tanto déficit como so­
brecargas de rendición de cuentas, de acuerdo con Bovens et al. A la luz 
de este marco, se analizó el caso de Colombia con base en algunas entre­
vistas a funcionarios públicos de niveles medio y alto y en datos institu­
cionales de fuentes secundarias. Con estos datos se elaboró una represen­
tación cuantitativa que muestra los desbalances de la rendición de cuentas 
en el diseño institucional colombiano según las percepciones de infor­
mantes clave.
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Rama 
ejecutiva 

Congreso Rama judicial Organismos 
de control 

Ciudadanos 

Actores Foros 

Rendición de cuentas

GRáfICA 3. Puntajes como pilares de la rendición de cuentas

Fuente: Elaboración propia.
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A la luz de los resultados encontrados, no se puede afirmar de forma 
simplista que la rendición de cuentas en Colombia está en déficit o en so­
brecarga. Más bien, se ha podido mostrar cómo algunos actores no rinden 
cuentas o no piden cuentas lo suficiente, mientras otros se sobrepasan, ya 
sea en tener un exceso de gestos y procedimientos de rendición de cuentas, 
ya sea en volverse capturadores en pedir cuentas a otros.

Desde el punto de vista de la rendición de cuentas, todos los actores 
del Estado deberían responder frente a otros y frente a los ciudadanos. 
Pero es claro que en Colombia esta idea no ha calado lo suficiente. La 
principal preocupación de los defensores de la rendición de cuentas ha 
sido siempre reducir los poderes y la discrecionalidad del ejecutivo, y en el 
caso colombiano se demuestra que ésta sigue siendo la prioridad, pues 
éste sigue teniendo bastante poder y logra así protegerse de muchos con­
troles de los otros actores y además entrometerse más de la cuenta en sus 
funciones.

En 2012, el Congreso de la República se negó a pasar una ley que lo 
obligaba a dar explicaciones a los ciudadanos. Los ciudadanos, por su parte, 
desconfían fuertemente de esta institución: en promedio, tienen una con­
fianza de 50 por ciento (Rodríguez­Raga y Seligson, 2011). Se ha podido 
mostrar la baja opinión que tienen los expertos sobre la independencia y 
capacidad de control del legislativo.

En el otro extremo, las entrevistas muestran que la rama judicial consi­
dera que su imparcialidad se puede ver afectada si debe rendir cuentas a la 
sociedad, de forma que ha desarrollado una visión endogámica de su res­
ponsabilidad y control. 

De esta manera, se puede afirmar que los ciudadanos y el legislativo de­
berían ser fortalecidos para poder ejercer mayor control sobre el ejecutivo, 
pues hasta ahora esta tarea ha caído fundamentalmente en la rama judicial, 
la cual ha debido incluso extralimitarse para compensar la ausencia de otros 
actores que puedan pedir cuentas y sancionar al ejecutivo. 

Los organismos de control, por su parte, son percibidos como actores 
que hacen muchos esfuerzos, de ahí que su calificación esté cerca del ideal, 
pero con muy pocos resultados efectivos, por lo cual se produce un desgaste 
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institucional importante y no se logra un diálogo constructivo o unas san­
ciones adecuadas para los transgresores.

En términos de la tipología presentada inicialmente, la rendición de 
cuentas vertical en Colombia depende casi totalmente de mecanismos so­
ciales, en particular los conducidos por actores privados, incluidos los gru­
pos que poseen los medios de comunicación. El Estado colombiano tiene 
una gran tarea pendiente para fortalecer la rendición de cuentas electoral, 
principalmente a través de reformas a los partidos políticos, para que con­
trolen efectivamente a sus miembros y para que se conecten con los electo­
res y les sirvan de canal con los representantes electos.

En cuanto a la rendición de cuentas horizontal, queda claro que en la 
dimensión de equilibrio no son muy fuertes aún los frenos y contrapesos, 
mientras que en el nivel de agencias los organismos de control son un avan­
ce, pero deben preocuparse de manera urgente por su eficiencia y su capaci­
dad de sanción efectiva y oportuna. 

Para unir los dos niveles, una recomendación muy importante se refiere 
a reforzar también las capacidades del Consejo Nacional Electoral, para vi­
gilar y controlar los partidos políticos, volviéndose así un vínculo entre lo 
horizontal, al asegurar la neutralidad del Estado frente a las elecciones, y 
lo vertical, al apoyar el rol de los partidos en la dimensión vertical.

Estos hallazgos pueden igualmente ser de utilidad para otros países simi­
lares, en América Latina, que estén tratando también de mejorar la calidad 
de sus democracias y el desempeño de sus administraciones públicas. Si se 
continúa avanzando en estas direcciones para fortalecer la rendición de 
cuentas, se producirán efectos adicionales deseables: un aumento de la con­
fianza de los ciudadanos en las instituciones, una ganancia en eficiencia y 
eficacia, mientras se reducirían irregularidades y malas conductas que son 
costosas para la entrega de bienes y servicios públicos, y se lograría una me­
jor comunicación y diálogo constructivo entre el Estado y los ciudadanos 
que le permitiría a éste adecuar mejor su oferta a las necesidades de aquellos.

Como líneas de investigación futuras se vislumbran una profundización 
en diferentes aspectos de la rendición de cuentas (sobre procesos o sobre 
resultados) y un análisis más detallado de la rendición de cuentas horizontal 
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y su relación con la social o societal. También sería interesante ahondar en 
los costos específicos de la sobrecarga de la rendición de cuentas en la admi­
nistración pública y en posibles mecanismos para evitarla. Por último, no 
hay análisis comparados de los diseños institucionales en América Latina y 
en esa dirección hay otra vía de investigación pendiente. G PP
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